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Negada la reposición, corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado NELSON TANGARIFE LOAIZA contra los autos interlocutorios proferidos por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en enero veintiséis (26) y en febrero primero (1) de 2005, mediante los cuales negó el cambio de competencia y la libertad condicional, respectivamente. 

1.- AUTO de enero 26 DE 2005

Luego de analizar una solicitud de cambio de competencia de la “Justicia Especializada a la Ordinaria” a raíz de la entrada en vigencia de la ley 906 de 2004, consideró el conociente que dada la gradualidad con la que la citada reforma fue concebida en desarrollo del acto legislativo 3 de 2002, es imposible el pedimento en la medida que el nuevo sistema sólo tiene aplicación para los delitos cometidos a partir del año 2005 (el interesado fue condenado en el año 2003 por hechos ocurridos en diciembre de 2002).   

2.- AUTO DE FEBRERO 1 DE 2005

Sobre una petición de libertad condicional rubricada por el señor TANGARIFE LOAIZA, el Juez desestimó acérrimamente el beneficio por encontrarse expresamente prohibido dentro de las exclusiones traídas por la ley 733 de 2002. Como corolario, expresó que la pena debe ser purgada íntegramente. 

3. RECURSO

Aferrado al principio de favorabilidad, el sentenciado alega que la exclusión de beneficios no fue consagrada por la nueva ley 906 de 2004, por lo que la ley 733 de 2002 debe considerarse derogada. Arguye además, que fue condenado por tentativa de extorsión y, por ende, su participación delictual fue ínfima. 

En este orden, considera que se le pueden aplicar a su caso las normas del sistema acusatorio y que es beneficiario de la libertad condicional. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

3.1. Asunto previo 

Como quiera que el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se negó a reponer sus decisiones mediante auto de febrero veintitrés (23) hogaño, corresponde a la Sala desatar la alzada.  

3.2. Solución al debate planteado 

3.2.1. Sobre la aplicación de la ley 906 de 2004 

Es claro que lo que busca don NELSON TANGARIFE es que se le apliquen las normas del nuevo sistema penal acusatorio (vigente en el Eje Cafetero y en Bogotá a partir del primer día del año 2005), sin embargo, dicha meta es inalcanzable, tal como se pasa a explicar: 

De ninguna manera es loable fraccionar normas de un sistema penal (como el acusatorio, por ejemplo) y unirlas a otro (como el de tendencia inquisitiva de la ley 600 de 2000), pues ello sería la apertura al caos judicial y el paso firme hacia la desmembración del principio de legalidad (más aún cuando ya existe una sentencia ejecutoriada, es decir, cuando ya se finiquitó el proceso penal).  

No tiene sustento la petición del actor porque cada sistema punitivo contiene unos elementos que le son propios y que deben armonizarse para una interpretación sistemática. Por ello el acto legislativo 03 de 2002 estableció claramente la vigencia de la nueva normatividad para todas las conductas punibles que ocurrieran a partir del primer día del año 2005.

La Corte Constitucional al estudiar dicha reforma
 respaldó sus postulados, entre ellos los relacionados con la vigencia:  

“  3.5. Conclusión: el parámetro de constitucionalidad a aplicar en el presente caso.

Teniendo en cuenta los puntos expuestos en los acápites precedentes, la Corte considera necesario efectuar dos precisiones adicionales para resolver el problema jurídico sobre el parámetro de constitucionalidad que se debe aplicar en el presente proceso:

(a) Ya se señaló que fue voluntad del Constituyente instaurar un nuevo sistema penal; y según ha expresado esta Corporación, “un sistema se define por el hecho de no ser un simple agregado desordenado de elementos sino por constituir una totalidad, caracterizada por una determinada articulación dinámica entre sus partes y una cierta relación con su entorno”
. Por lo mismo, si bien las normas jurídicas que constan en el Acto Legislativo No. 3 de 2002 son parte integrante de dicho sistema, éste también incluye tanto (i) las leyes que lo habrán de desarrollar, como (ii) la infraestructura necesaria para su implementación, según dispone el artículo 4º Transitorio de dicho Acto Legislativo
, los cuales constituyen parte integrante del nuevo esquema diseñado por el constituyente derivado; y 

(b) (b)
Por virtud del mecanismo gradual y sucesivo de implementación establecido en el artículo 5º del Acto Legislativo, se presentarán tres (3) etapas distintas en el proceso de materialización del nuevo sistema acusatorio: (i) entre el momento de la aprobación del Acto Legislativo y el 1º de enero de 2005, regirá el sistema preexistente; (ii) entre el 1º de abril de 2005 y el 31 de diciembre de 2008, se presentará una etapa de transición durante la cual coexistirán los dos sistemas en distintas regiones del territorio nacional; y (iii) a partir del 31 de diciembre de 2008, deberá estar en “plena vigencia” el nuevo modelo acusatorio de procedimiento penal en todo el país.
De esta manera, y para efectos de resolver el problema jurídico bajo estudio, la Corte considera que son relevantes las siguientes conclusiones:

3.5.1. El Acto Legislativo No. 3 de 2002 existe, en la medida en que fue aprobado por el Congreso de la República en ejercicio de su función constituyente, por medio de los ocho debates prescritos por la Carta Política.

3.5.2. El Acto Legislativo está vigente, puesto que así lo dispone su artículo 5º Transitorio al establecer que “rige desde su aprobación”; pero su eficacia jurídica ha sido modulada por el constituyente derivado, en el sentido de que si bien comenzará a surtir ciertos efectos jurídicos a partir de su aprobación –tales como, por ejemplo, la conformación de una Comisión encargada de preparar los proyectos de ley necesarios para desarrollarlo
, o el establecimiento de las fechas de inicio y culminación del proceso de implementación gradual del nuevo sistema en la práctica
-, otros efectos han sido diferidos en el tiempo –tal como sucede con la desaparición del sistema establecido en 1991 y la correlativa instauración del nuevo sistema de corte acusatorio
- o excluidos –como ocurre con la aplicación del nuevo sistema a hechos cometidos con anterioridad a su vigencia, la cual ha sido prohibida expresamente por el Acto Legislativo
-.  
3.5.3. En ese sentido, como se ha explicado, el Congreso de la República eligió, en tanto medida de política criminal instrumentalizada en una norma constitucional, dar aplicación e implementación graduales y sucesivas a las normas constitutivas del nuevo sistema, en los términos de los artículos 4º y 5º Transitorios del Acto Legislativo, citados varias veces en esta providencia. ” (Se resalta para destacar). 
Como corolario, dada la forma gradual y modulada como fue concebida la aplicación de la ley 906, es clara su coexistencia con la ley 600, de ahí que cada uno de los contenidos de ambas regulaciones deban aplicarse de manera integral a cada situación particular, sin que exista la posibilidad de una construcción intermedia como la pretendida por el sentenciado. 
En consecuencia, la decisión adiada enero veintiséis (26) merece confirmación. 

3.2.2. Sobre los beneficios punitivos en la extorsión 

Debido a la marcada criminalidad reinante en nuestro país en los últimos años, a raíz, especialmente, del incremento inusual del poder delictivo de los grupos alzados en armas, el Congreso de la República se vio en la necesidad de aumentar las penas y excluir los beneficios para ciertos delitos de considerable gravedad, a saber: secuestro, concierto para delinquir y extorsión.

Surgió entonces la ley 733 de 2002 como respuesta a ese requerimiento de prevención general, normatividad que introdujo modificaciones que, como ya se advirtió, entre otros aspectos, EXCLUYÓ para estos delitos las rebajas de pena por sentencia anticipada y por confesión, la concesión de subrogados o mecanismos sustitutivos de sanciones y la libertad condicional.
 

Ahora bien, atendiendo a la referida naturaleza sustancial de la norma, es evidente que con la entrada en vigencia de una legislación de corte procesal como la ley 906 de 2004 (nuevo Código de Procedimiento Penal) en nada se afectó su contenido. 

No le asiste razón al procesado por tanto, cuando busca que por favorabilidad se le conceda la libertad condicional, habida cuenta que la ley 906 de 2004 lo único que modificó del esquema punitivo fueron las normas de procedimiento. En ese sentido, como acertadamente lo concluyó el a quo, la ley 733 de 2002 está vigente y su acatamiento es imperioso.
 

Por otro lado, el no haberse consumado el delito de extorsión, de ninguna manera puede servir como pretexto para obviar la prohibición legal antes aludida. Veamos:  

El sólo hecho de haberse abierto el camino delictual a través de actos dirigidos indiscutiblemente a obtener un provecho ilícito creando zozobra en la víctima, hace que las consecuencias punitivas para el delito de extorsión sean aplicables plenamente para el presente asunto. 

Si por razón de una voluntad o de una fuerza ajena no se pudo materializar el objetivo de los delincuentes, de todas maneras la intención dañina y la potencialidad criminosa estuvieron presentes; es precisamente eso lo que inspira la dureza de la normatividad sustancial para este tipo de conducta. La tentativa conllevó en su momento a la disminución punitiva; no obstante, las demás consecuencias penales deben seguir manejándose al amparo del tipo penal que se intentó consumar. 

En este orden de ideas, es evidente que el señor NELSON TANGARIFE LOAIZA, así no haya consumado el delito cometido, debe purgar en su totalidad la pena que le fue impuesta. 

Como corolario, la decisión del primero (1) de febrero de 2004 también será ratificada. 

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA las decisiones interlocutorias proferidas por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y que han sido objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        
VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Sentencia C-873/03 M. P. Dr. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA


�  Sentencia C-251 de 2002, MM.PP. Eduardo Montealegre Lynett y Clara Inés Vargas Hernández.


� Artículo 4 – Transitorio. “Confórmase una comisión integrada por el Ministro de Justicia y del Derecho, el Fiscal General de la Nación, quien la presidirá, el Procurador General de la Nación, el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el Defensor del Pueblo, el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o los delegados que ellos designen, tres Representantes a la Cámara y tres Senadores de las Comisiones Primeras, y tres miembros de la Academia designados de común acuerdo por el Gobierno y el Fiscal General, para que, por conducto de este último, presente a consideración del Congreso de la República a más tardar el 20 de julio de 2003, los proyectos de ley pertinentes para adoptar el nuevo sistema y adelante el seguimiento de la implementación gradual del sistema. // El Congreso de la República dispondrá hasta el 20 de junio de 2004 para expedir las leyes correspondientes. Si no lo hiciere dentro de este plazo, se reviste al Presidente de la República de facultades extraordinarias, por el término de dos meses para que profiera las normas legales necesarias al nuevo sistema. Para este fin podrá expedir, modificar o adicionar los cuerpos normativos correspondientes incluidos en la ley estatutaria de la administración de justicia, la ley estatutaria de habeas corpus, los Códigos Penal, de Procedimiento Penal y Penitenciario y el Estatuto Orgánico de la Fiscalía. // Con el fin de conseguir la transición hacia el sistema acusatorio previsto en el presente Acto Legislativo, la ley tomará las previsiones para garantizar la presencia de los servidores públicos necesarios para el adecuado funcionamiento del nuevo en particular, el traslado de cargos entre la Fiscalía General de la Nación, la Rama Judicial, la Defensoría del Pueblo, y los organismos que cumplen funciones de policía judicial. El gobierno Nacional garantizará los recursos para la implementación gradual del sistema acusatorio y para la consolidación de un Sistema Nacional de Defensoría Pública.”


� “Artículo 4. Transitorio. Confórmase una comisión integrada por el Ministro de Justicia y del Derecho, el Fiscal General de la Nación, quien la presidirá, el Procurador General de la Nación, el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el Defensor del Pueblo, el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, o los delegados que ellos designen, tres Representantes a la Cámara y tres Senadores de las Comisiones Primeras y tres miembros de la Academia designados de común acuerdo por el Gobierno y el Fiscal General para que, por conducto de este último, presente a consideración del Congreso de la República a más tardar el 20 de julio de 2003, los proyectos de ley pertinentes para adoptar el nuevo sistema y adelante el seguimiento de la implementación gradual del sistema. (…)”.


� “Artículo 5º. Vigencia. (…) La aplicación del nuevo sistema se iniciará en los distritos judiciales a partir del 1º de enero de 2005 de manera gradual y sucesiva. El nuevo sistema deberá entrar en plena vigencia a más tardar el 31 de diciembre del 2008. (…)”


�  Id.


�  “Artículo 5º. Vigencia. El presente Acto Legislativo rige a partir de su aprobación, pero se aplicará de acuerdo con la gradualidad que determine la ley y únicamente a los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia que en ella se establezca.”


� Ley 733 de 2002. Artículo 11. Exclusión de beneficios y subrogados. Cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva. 





� Sólo si el procesado hubiera cometido su conducta delictiva con posterioridad al primero (1) de enero de 2005 (artículo 533 ley 906) el asunto habría sido conocido por un Juez Penal del Circuito y no por un Juez Penal Especializado (artículo 35 ley 906); sin embargo, de todas maneras sería obligatorio el acatamiento de la exclusión contenida en el artículo 11 de la ley 733 de 2002.
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